DESCRIPTOR: debido proceso administrativo, potestad tributaria del Estado y obligación de contribuir con los gastos del Estado

Exp: 99-004585-007-CO-M

Res: 05877-99
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las catorce horas con cuarenta y ocho minutos del veintiocho de julio de mil novecientos noventa y nueve.-

Acción de inconstitucionalidad promovida por LEONARDO BERRIO FALLAS, mayor, soltero, empresario, cédula de identidad número 1-942-924, vecino de La Uruca, San José; contra el artículo 62 de la Ley General de Aduanas, número 7557, de trece de octubre de mil novecientos noventa y cinco.

Resultando:

1.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las quince horas ocho minutos del veintiocho de junio del año en curso, el accionante solicita que se declare la inconstitucionalidad del artículo 62 de la Ley General de Aduanas, número 7557, de trece de octubre de mil novecientos noventa y cinco. Alega que es inconstitucional, por violación de los artículos 7 y 39 de la Constitución Política, que se establezca una sanción -multa económica- sin seguírsele procedimiento alguno, y que una ley de la República no puede contravenir lo dispuesto en un convenio de orden internacional, ya que el artículo 77 del Convenio Aduanero Uniforme de Centroamérica -CAUCA- establece que el aforo se tiene por concluído con la notificación del declarante.

2.- Figura como asunto previo de la acción, el recurso de amparo promovido contra el Gerente de la Aduana del Aeropuerto Juan Santamaría, que se tramita en expediente número 99-004046-007-CO-S, al que, mediante resolución de las diez horas nueve minutos del nueve de junio último, se le confirió plazo para formalizar la correspondiente acción de inconstitucionalidad.
3.- El párrafo segundo del artículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional faculta a esta Sala a rechazar por el fondo las gestiones promovidas ante ella, en cualquier momento, incluso desde su presentación, cuando considere que existen elementos de juicio suficientes, o que se trata de la simple reiteración o reproducción de una gestión anterior igual o similar rechazada, no encontrándose motivos para variar de criterio o razones de interés público que justifiquen reconsiderar la cuestión.

Redacta el Magistrado Mora Mora, y,

Considerando:

I.- EN CUANTO A LA POTESTAD TRIBUTARIA DEL ESTADO Y LA OBLIGACIÓN DE CONTRIBUIR CON LOS GASTOS PÚBLICOS. Con anterioridad este Tribunal ha definido la potestad tributaria del Estado como la atribución que tiene para exigir contribuciones a las personas o bienes que se hallen en su jurisdicción, o bien para conceder excenciones tributarias, competencia que no reconoce más limitaciones que las que se originan en la propia Constitución Política. De esta suerte, ha señalado que: 
"[E]sa potestad de gravar, es el poder de sancionar normas jurídicas de las que se derive o pueda derivar, la obligación de pagar un tributo o de respetar un límite tributario y entre los principios constitucionales de la Tributación, se encuentran inmersos el Principio de Legalidad o bien de Reserva de Ley, el de Igualdad o Isonomía, de Generalidad y de No Consfiscación. Los tributos deben emanar de una Ley de la República, no crear discriminaciones en perjuicio de sujetos pasivos, deben abarcar integralmente a todas las personas o bienes previstas en la ley y no sólo a una parte de ellas y debe cuidarse de no ser de tal identidad, que viole la propiedad privada (artículos 33, 40, 45, 121 inciso 13.) de la Constitución Política).-"


En este sentido cabe recordar que nuestro ordenamiento jurídico reconoce la potestad tributaria del Estado a nivel constitucional, de manera que corresponde a la Asamblea Legislativa la facultad de

"Establecer los impuestos y contribuciones nacionales, [...]" (artículo 121 inciso 13.) de la Constitución Política),

constituyendo así, una obligación para los habitantes de la República -sea, nacionales o extranjeros radicados en nuestro país- de pagar las cargas públicas establecidas por el Estado para contribuir con los gastos públicos, obligación que tiene rango constitucional en los términos del artículo 18 Constitucional, y que en virtud del principio de igualdad, consagrado en el artículo 33 de la Constitución, no cabe hacer excepciones ni establecer situaciones de privilegio por las que se reconozcan exenciones de pago de los impuestos establecidos en forma particular, correspondiendo al Poder Ejecutivo disponer la recaudación de las rentas nacionales (artículo 140 inciso 7) de la Constitución. De lo dicho queda en claro que existe una obligación constitucional para el pago de los impuestos y contribuciones tributarias, pago que únicamente puede eximirse el contribuyente que se encuentre en uno de los supuestos de excepción establecidos en las leyes correspondientes.
II.- DE LA VERIFICACIÓN DE LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA. La determinación de la obligación tributaria se hace con fundamento en las declaraciones juradas que presenten los contribuyentes y responsables en el tiempo y condiciones que establezca la Administración Tributaria, y los libros y documentos en que se consigne información relativa a la liquidación de los tributos, declaración que aún cuando en principio la hace el contribuyente, es revisada por la Administración Tributaria, precisamente a fin de que el tributo se pague o liquide en la forma que corresponde. Y en este sentido, constituye una función esencial de la Administración Tributaria (órgano que tiene a su cargo la percepción y fiscalización de los tributos) la verificación de la contribución tributaria, conforme se establece en el artículos 111 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, a fin de que lo percibido por la Hacienda Pública sea lo justo, en aplicación de las leyes normativas (ni más ni menos). En este sentido, la norma impugnada -artículo 62 de la Ley General de Aduanas-, establece un plazo de prescripción para que esa verificación tributaria, se pueda llevar a cabo, y debe hacerse notar, que ese plazo -de cuatro años- es también a favor del contribuyente, cuando éste haya pagado de más. Dice la norma en cuestión:

"Prescribe en cuatro años la facultad de la autoridad aduanera para exigir el pago de los tributos que se hubieran dejado de percibir, sus intereses y recargos de cualquier naturaleza. Prescribe en el mismo plazo la acción del sujeto pasivo para reclamar la restitución de lo pagado indebidamente por tributos, intereses y recargos de cualquier naturaleza o solicitar el crédito respectivo, a partir del día siguiente a la fecha en que se efectuó el pago.

Lo pagado para satisfacer una obligación tributaria aduanera prescrita no puede ser materia de repetición, aunque el pago se hubiera efectuado con conocimiento de la prescripción o sin él."

Asimismo, no comparte este Tribunal la tesis de que a partir del texto citado del artículo 77 del Convenio Aduanero Uniforme Centroamericano (CAUCA) que dice textualmente "... se tendrá por concluido el aforo cuando haya sido notificado al declarante ..." se refiera a la potestad impositiva del Estado, concretamente en lo que respecta a la determinación de la obligación tributaria, sino más bien al trámite del aforo, es decir, de los procedimientos para el desalmacenaje de las mercancias internacionales, por cuanto ello implicaría una limitación a una potestad impositiva del Estado, que como se señaló en el Considerando anterior, tiene rango superior, al venir de los artículos 18 y 121 inciso 13) de la Constitución Política. 

III.- DEL DEBIDO PROCESO EN LA VÍA ADMINISTRATIVA. Se alega violación del principio constitucional del debido proceso contenido en el artículo 39 de la Constitución Política, por cuanto la norma impugnada no establece un procedimiento para fijar la sanción económica -multa- que se impone. Sin embargo, debe tenerse presente que en reiteradas ocasiones (entre otras ver sentencias números 02130-94 y 02360-94) este Tribunal ha indicado que ante la ausencia de norma escrita que establezca y defina un procedimiento administrativo para la afectación de algún derecho fundamental, situación jurídica consolidada o interés subjetivo, o imposición de sanción, en forma supletoria debe aplicarse el procedimiento establecido en el Libro II. de la Ley General de la Administración Pública, con fundamento en las siguientes consideraciones:
"[...] los alegatos del accionante son improcedentes. El ordenamiento jurídico nacional establece una amplia gama de garantías y principios procesales de carácter fundamental, de aplicación plena no sólo en el ámbito jurisdiccional, sino también en todo procedimiento administrativo, de forma que su inobservancia ocasiona la nulidad absoluta, por inconstitucionalidad de todo lo actuado, especialmente en casos como el presente, en que la Administración está facultada por ley para eliminar un acto creador de derechos subjetivos -para el caso una concesión- dictado en favor del administrado. Dichos principios y garantías derivan, en general, de los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, y más específicamente de la Ley General de la Administración Pública cuyos principios del procedimiento, por la especial naturaleza de la materia que regulan, resultan de acatamiento obligatorio. Dentro de ellos, según la sentencia número 00015-90 de las dieciséis horas cuarenta y cinco minutos del cinco de enero de mil novecientos noventa de esta Sala, se encuentran:

"... a) Notificación al interesado del carácter y fines del procedimiento; b) derecho a ser oído, y oportunidad del interesado para presentar los argumentos y producir las pruebas que entienda pertinentes; c) oportunidad para el administrado de preparar su alegación, lo que incluye necesariamente el acceso a la información y a los antecedentes administrativos, vinculados con la cuestión de que se trate; ch) derecho del administrado de hacerse representar y asesorar por abogados, técnicos y otras personas calificadas; d) notificación adecuada de la decisión que dicta la Administración y de los motivos en que ella se funde y e) derecho del interesado de recurrir la decisión dictada...".

III.- La norma impugnada no es omisiva, ni resulta inconstitucional por no establecer expresamente el procedimiento a seguir para la cancelación de concesiones otorgadas dentro de la zona marítimo terrestre, ya que resultaba innecesario regularlo, desde que la Ley General de la Administración Pública dispone la obligatoriedad de cumplir los principios y procedimientos en ella establecidos para todos los casos, salvo cuando la ley especial regule expresamente esa materia, lo que no es el caso de la Ley número 6043 cuya legitimidad constitucional se cuestiona. De conformidad con el artículo 308 de la Ley General de la Administración Pública, constituyen materia del procedimiento ordinario los casos en que el acto final pueda causar perjuicios graves al administrado, sea imponiéndole obligaciones, suprimiéndole o denegándole derechos subjetivos, o por cualquier otra forma de lesión grave y directa a sus derechos o intereses legítimos; y si hay contradicción o concurso de interesados frente a la Administración dentro del expediente; y, evidentemente, la cancelación de una concesión válidamente otorgada constituye uno de esos supuestos, razón por la cual es de observancia el procedimiento ordinario y los principios constitucionales que le son inherentes.

IV.- De la misma forma cabe indicar, que la determinación de si se siguió o no el procedimiento administrativo requerido para cancelar una concesión concreta; y en caso afirmativo, si en la sustanciación de éste se cumplieron con los requisitos constitucionales del debido proceso, no es materia propia de la acción de inconstitucionalidad, pues no se trata de un roce constitucional de la norma en sí, sino de los efectos derivados de su aplicación concreta por parte de la Administración; siendo por el contrario, materia del recurso de amparo conforme a los artículos 29 y siguientes de la Ley de esta Jurisdicción, vía a la que el accionante incluso ya acudió, en defensa de sus derechos e intereses."

IV.- DEL DEBIDO PROCESO EN LOS PROCEDIMIENTOS ADUANEROS. Sin embargo, ésta no es la situación de la norma impugnada, toda vez que en la misma ley de referencia -Ley General de Aduanas, número 7557, de trece de octubre de mil novecientos noventa y cinco-, se prevé el procedimiento a seguir por la aplicación del artículo 62 impugnado. De esta suerte, el artículo 102 impone la obligación de abrir un expediente para notificar al declarante y agente aduanero cuando se haya de adecuar la obligación tributaria, que dispone en lo que interesa:

"Revisión a posteriori del despacho. La autoridad aduanera podrá, mediante el ejercicio de controles a posteriori o permanentes, revisar la determinación de la obligación tributaria aduanera y el cumplimiento de las demás normas que regulan el despacho de mercancías, en el plazo estipulado en el artículo 62 de esta ley.

Cuando la autoridad aduanera determine que no se cancelaron los tributos debidos o que se incumplieron otras regulaciones del comercio exterior, abrirá procedimiento administrativo notificando al declarante y al agente aduanero que lo hayan representado, en los términos del artículo 196 de esta ley.
El adeudo resultante de modificar la determinación de la obligación tributaria aduanera deberá cancelarse por el sujeto pasivo en un plazo de cinco días hábiles contados a partir de su notificación, de conformidad con las disposiciones del artículo 61 de esta Ley."

Por su parte, el artículo 196 es el que concretamente establece el procedimiento a seguir en estos casos:
"Actuaciones comunes del procedimiento ordinario. Para emitir cualquier acto que afecte derechos objetivos o intereses legítimos, deberán observarse las siguientes normas básicas:

a) La apertura del procedimiento, de oficio o a instancia de parte, debe ser notificada a las personas o entidades que puedan verse afectadas.

b) En el caso de notificación se otorgará un plazo de quince días hábiles para presentar los alegatos y las pruebas respectivas. La autoridad aduanera que instruya el procedimiento podrá prorrogar, mediante resolución motivada, de oficio, o a instancia de parte interesada ese plazo para los efectos de presentación de pruebas.

c) A solicitud de parte interesada, el órgano instructor dará audiencia oral y privada por un término de ocho días, una vez evacuadas las pruebas para que las partes desarrollen las conclusiones finales.

d) Listo el asunto para resolver, el órgano instructor dictará la resolución dentro de un plazo de diez días hábiles. La notificación debe contener el téxto íntegro del acto."

Queda entonces demostrado que no se da la alegada violación por falta de regulación de un procedimiento para imponer una adecuación tributaria y la correspondiente multa, por cuanto la Administración Tributaria tiene la obligación de respetar el debido proceso aún sin siquiera existir un procedimiento establecido en la Ley en cuestión; y con mayor razón cuando la normativa aplicable sí lo establece, en los artículos transcritos; con lo cual, más bien parece que se trata de un problema de errónea aplicación de la ley en detrimento de los derechos del accionante, lo cual debe ser analizado en el correspondiente recurso de amparo.
Por tanto:

Se rechaza por el fondo la acción.

Luis Fernando Solano C.
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Luis Paulino Mora M.
Eduardo Sancho G.

Carlos M. Arguedas R.
Adrián Vargas B.

José Luis Molina Q.
Susana Castro A.

Ecc.

2

